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PRIMERA SALA UNITARIA. 

EXP: 794/2021-1

RESOLUCIÓN DEFINITIVA. 

ACTOR: **********

AUTORIDAD DEMANDADA:

POLICÍA VIAL DE LA DIRECCIÓN GENERAL DE SEGURIDAD PÚBLICA MUNICIPAL DE SAN LUIS POTOSÍ. 
MAGISTRADA:

LIC. MA. EUGENIA REYNA MASCORRO.

SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LIC. GREGORIO CORPUS MORENO.

San Luis Potosí, S.L.P., treinta y uno de enero de dos mil veintidós.


V I S T O S  para resolver en definitiva los autos del Juicio Contencioso  Administrativo número 794/2021-1, y;

R E S U L T A N D O

I.- Por acuerdo del once de noviembre de dos mil veintiuno, se tuvo a **********demandando por su propio derecho, el acto y respecto de la autoridad que enseguida se precisan:

Autoridad demandada:

- Supuesto Policía del Municipio de San Luis Potosí, de nombre**********
Acto que se impugna.- “**********

II.- Substanciado en cada una de sus etapas, tuvo verificativo la audiencia de ley en este juicio a las diez horas del catorce de diciembre de dos mil veintiuno sin la asistencia de las partes. Acto seguido, se dio lectura al escrito de demanda así como al de contestación, desahogándose las pruebas documentales dada su propia naturaleza; en período de alegatos se certificó que fueron formulados por las partes, quedando así debidamente integrado el expediente en que se actúa, turnándose el mismo a la Magistrada para su resolución.
C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- A la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 1°, 2°, 7º fracción V, 24 y 35 fracción VIII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, ya que se trata de una controversia suscitada entre un particular y autoridades municipales del Estado, donde se ejerce jurisdicción, con motivo de una sanción por infracciones a los ordenamientos de tránsito. 

SEGUNDO.- Ahora bien, resulta necesario precisar la existencia del acto impugnado, de lo que se tiene que el actor precisa como acto impugnado el siguiente: 
**********
En ese sentido, la existencia del acto reclamado se acredita con el documento visible a foja **********de este expediente, mismo que adquiere valr probatorio pleno de acuerdo a lo dispuesto por el artículo 72, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, puesto que de acuerdo a lo que establece el artículo 91 del citado código, se trata de documento público emitido por una autoridad en el ejercicio de sus atribuciones legales, por lo que entonces, es evidente la existencia del acto reclamado.
TERCERO.- Según indica el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se analizará la legitimación de los comparecientes.

Suscribe la demanda **********demandando por su propio derecho la nulidad del acto y en contra de la autoridad ya señalada. 
Al respecto, debe decirse que conforme lo dispone el artículo 230 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, son partes en el juicio contencioso administrativo, entre otras, el actor y según el artículo 231 de la propia codificación, solo podrán demandar o intervenir en juicio aquellas personas que tengan un interés jurídico o legítimo que funde su pretensión, entendido aquel como un derecho subjetivo de los gobernados y éste, aquellas situaciones de hecho protegidas por el orden jurídico.

Sobre la base de los dispositivos en cita y tomando en cuenta que en el acto impugnado, se indica como destinatario a quien resulte conductor y/o a quien resulte propietario del vehículo ********** es innegable que cuenta con legitimación para demandar en el presente juicio.


Tocante a la legitimación de la autoridad demandada la misma se encuentra acreditada en este jucio, conforme a lo señalado en el artículo 220 del ordenamiento en cita, en virtud de que aportó para tales efectos, el nombramiento que la acredita como tal, según documento visible a fojas 34 de este expediente.

CUARTO.- La parte promovente hizo valer como conceptos de impugnación, los que se advierten en autos a fojas de la 04 a la 11 del presente expediente, argumentos que por economía procesal se tienen por reproducidos, resultando aplicable para tal efecto la tesis de jurisprudencia bajo el rubro: 
 

“CONCEPTOS DE VIOLACION. EL JUEZ NO ESTA OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS” 

QUINTO.- De conformidad con lo dispuesto en el último párrafo de los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, las causas de improcedencia y sobreseimiento, deben ser examinadas de oficio, en mérito a que éstas son de orden público, de lo que resulta que su estudio es preferente a los motivos de inconformidad.

Ésta Sala Unitaria advierte que en el caso que nos ocupa, la autoridad demandada Policía Vial, invoca las causales de improcedencia  y sobreseimiento previstas y señaladas en los artículos 228 fracción XI  en relación con el numeral 229 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, argumentando que el acto que se impugna contiene las circunstancias de tiempo, modo y lugar, que no se violaron las garantías  consagradas en los artículos 14 y 16 de Nuestra Carta Magna, esto es que se encuentra fundado y motivado.

A lo anterior, debe decirse que los argumentos que vierte la demandada, están tendientes a sostener la legalidad del acto, lo cual será motivo de estudio al resolver sobre el fondo del presente asunto, de ahí que resulten infundadas las causales de improcedencia  invocadas por la citada autoridad.  

SEXTO.-  El Primer Concepto de Impugnación que hace valer la actora es infundado, de acuerdo a las siguientes consideraciones legales:

 
Dice que le causa grave perjuicio a sus intereses el acto realizado por el supuesto agente de tránsito, el cuál se materializa a través del acto que se impugna, pues dice que carece de una puntual y debida fundamentación y motivación que exigen los numerales 14 y 16 Constitucional. 

Que en ese sentido, para demostrar la antijuricidad y el daño social ocasionado a través de la conducta que dice realizó, la demandada estaba obligada a dar referencia de que dicha conducta fue contraria a derecho, por ejemplo, en qué lugar donde se le encontró estacionada existía una prohibición visible, real y con la que ocasionó un perjuicio a un núcleo de la sociedad.

Que solo a través de medios de prueba podría demostrarse la existencia y realización de la conducta antijurídica que le fue atribuida, situación que no fue demostrada a través del contenido de la boleta de infracción.  


Dice que al no contener dato alguno respecto del cajón de estacionamiento  “para uso exclusivo con personas con discapacidad”, no es factible sostener que la conducta que realizó fue contraria a la norma administrativa y no así a través de una afirmación realizada por el Servidor Público en una boleta de infracción.

Que dentro de su fundamento no refirió a qué ley o reglamento en específico se refiere, ya que dentro de los motivos de la infracción, únicamente indica que se emite por contravenir de forma flagrante lo dispuesto por el artículo 34 fracción XII RJW, por lo que hasta ese momento desconoce totalmente la norma que en específico pudo haber infringido y que ello la deja en estado de indefensión, al no tener la certeza a través de que conducta infringió leyes o reglamentos, máxime cuando dice que no existió una explicación detallada para emitir dicha boleta y menos aún que justifiquen el haber retirado de su vehículo la placa de circulación. (F. 04, 05 y 06)  
De acuerdo al planteamiento de los agravios manifestados por la actora, se puede advertir que se duele en el sentido de que el acto que impugna, carece de una puntual y debida fundamentación y motivación.

Además, que dentro de su fundamento no refirió a qué ley o reglamento en específico se refiere, ya que dentro de los motivos de la infracción, únicamente indica que se emite por contravenir de forma flagrante lo dispuesto por el artículo 34 fracción XII RJW, por lo que hasta ese momento desconoce totalmente la norma que en específico pudo haber infringido.

Contrariamente a lo manifestado por la demandante, del acto en mención se aprecia claramente los preceptos legales en que se fundamentó dicha autoridad para llevar a cabo el acto a combatir, como lo son los artículos 164, 165, 170 y 171 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; 1°, 2°, 6° fracción I, 9°, 13, 14, 15 fracciones VI y VII, 16, 82, 83, 84 fracción I, 85, 87, 89, 91, 92, 93, 94 y demás aplicables de la Ley de Tránsito el Estado de San Luis Potosí; 46  fracción I de la Ley de Ingresos del Municipio de San Luis Potosí, 17 y 34 de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí y en relación con los artículos 1°, 3° fracción II, 4 fracción VIII, 169, 170, 171, 172, 205, 206, 207 y demás relativos del  Reglamento de Tránsito Municipal de San Luis Potosí.
Ahorta bien, las razones y motivos en que se baso la demandada para emitir dicho acto, se hicienton consistir en que  ********** cometiendo infracciones de las contenidas en el Reglamento de Tránsito del Municipio de San Luis Potosí, consistentes en “Estacionarse en cajones de estacionamiento exclusivo y especial para personas con discapacidad, vehículo no cuenta con gafete de discapacidad.”  
De lo anterior se advierte además que la demandada, sí señaló de forma clara y precisa las circunstancias de tiempo, modo y lugar a que se refiere la fracción VI del artículo 91 de la Ley de Tránsito del Estado de San Luis Potosí, precepto que en su parte conducente dice lo siguiente:    

“ARTICULO 91. Las infracciones a esta Ley serán sancionadas por los elementos de seguridad pública, los agentes de tránsito municipal, o bien por los elementos operativos competentes en los términos de los reglamentos municipales. Para la aplicación de la sanción se levantará una boleta de infracción y sanción, que contendrá obligatoriamente los siguientes datos:

VI. Descripción de las circunstancias de modo, tiempo y lugar conocidas por la autoridad de tránsito, que entrañan la comisión de la infracción cometida por el infractor; entre otros, lugar, fecha y hora de la comisión de la infracción. 

Esta circunstanciación servirá como motivación de la sanción que se imponga.”

Además, esa circunstanciación del señalamiento en cuanto fecha, hora y lugar en que sucedieron los hechos ya señalados, sirvió como motivación a la demandada para la imposición de la sanción de que fue objeto la  hoy actora, de ahí lo infunado de este gravio.     

En cuanto a que no es factible sostener que la conducta que realizó fue contraria a la norma administrativa, además de que no refirió a qué ley o reglamento en específico se refiere, ya que dentro de los motivos de la infracción, únicamente indica que se emite por contravenir de forma flagrante lo dispuesto por el artículo 34 fracción XII RJW, es infundado.

 Contrariamente a lo manifestado por la demandante, se puede apreciar que la conducta en que incurrió la demandante, es contraria a la norma administrativa que fue señalada por la demandada y acorde con el fundamento legal invocado, tal y como se desprende del siguiente recuadro: 

CLAVE                       INFRACCIONES                                                  POR CONTRAVENIR DE FORMA

                                                                                                                                                                                                 FLAGRANTE LO DISPUESTO 

                                                                                                                                                                                                        POR EL ARTÍCULO 

	191
	“Estacionarse en cajones de estacionamiento exclusivo y especial para personas con discapacidad, vehículo no cuenta con gafete de discapacidad.”  

	34 XII
RTM


De acuerdo al texto del citado recuadro, la demandada para encuadrar la conducta infractora en que incurrió la actora, se fundamentó en el artículo 34 fracción XII del RTM, entendiéndose por dichas abreviaturas al Reglamento de Tránsito Municipal de San Luis Potosí, puesto que así se hace constar en el mismo acto impugnado, en la parte media derecha identificada como ABREVIATURAS EN ESTE DOCUMENTO.    

El artículo y fracción invocada por la autoridad dicen al respecto lo siguiente. 

“Artículo 34. Se prohíbe estacionar vehículos en los siguientes lugares:

XII. En cajones de estacionamiento exclusivo y especial para personas con discapacidad a menos que se trate de un vehículo que esté debidamente identificado y que cuente con el permiso vigente y/o tarjetón expedido por la Dirección.”
Adviértase con toda claridad que del precepto señalado, se desprende la prohibición para los particulares de estacionar vehículos en cajones de estacionamiento exclusivo y especial para personas con discapacidad, a menos que se trate de un vehículo que esté debidamente identificado y que cuente con el permiso vigente y/o tarjetón expedido por la Dirección.

Para el caso que nos ocupa, aparte de estacionarse en cajones de estacionamiento exclusivo y especial para personas con discapacidad, el vehículo infraccionado no contaba con gafete de discapacidad, tal y como así se hizo constar en la boleta de infracción impugnada.  

Entonces, la conducta infractora que se hizo constar en el acto impugnado e imputable a la hoy actora, sí es acorde para con el fundamento legal invocado por la demandada, por tanto, contraria a la norma administrativa a que se hace alusión.  

En conclusión, se tiene entonces la existencia de una suficiente motivación y fundamentación en el acto que se combate, puesto que se citaron los preceptos legales que le sirvieron de apoyo a la autoridad para su emisión, una fundamentación y motivación suficiente que la llevó a la demandada a la conclusión de que los hechos en que participó la actora, encuadraron en la hipótesis del artículo señalado, resultando aplicable el siguiente criterio de jurisprudencia que dice: 

“FUNDAMENTACION Y MOTIVACION, GARANTIA DE.

Para que la autoridad cumpla la garantía de legalidad que establece el artículo 16 de la Constitución Federal en cuanto a la suficiente fundamentación y motivación de sus determinaciones, en ellas debe citar el precepto legal que le sirva de apoyo y expresar los razonamientos que la llevaron a la conclusión de que el asunto concreto de que se trata, que las origina, encuadra en los presupuestos de la norma que invoca.”
Además, el acto que se combate, esto es, la Boleta de Infracción, por sí misma, es una prueba suficiente y fehaciente para acreditar legalmente las conductas infractoras en que incurrió la hoy actora, por lo que entonces, se satisface a favor de la demandada la carga de probar que realizó hechos ahí contenidos, satisfaciendo entonces la debida fundamentación y motivación del acto que se combate.   

En un Segundo Concepto de Impugnación, la actora hace valer agravios encaminados a señalar que en el acto que se impugna, existe una indebida identificación del supuesto policía vial.

Lo anterior porque dice que la autoridad demandada omitió cumplir con las disposiciones contenidas en el artículo 91 fracciónes I, II, V y VI del artículo 91 de la Ley de Tránsito del Estado de San Luis Potosí, aún y cuando no hubiera estado presente al momento de su elaboración, dejándola en estado de incertidumbre, ya que lo único que revela es que los datos asentados por el supuesto oficial de tránsito, son plasmados a su discrecionalidad o a su entender de las leyes y no con estricto apego a lo que señalan las leyes que rigen su actuación.

Que concatenado con lo anterior, la infracción carece de firma,  ya que si bien es cierto el final del documento del lado izquierdo se aprecia un número con un trazo que pareciera corresponder a la firma del emisor, empero no menos cierto lo es que no existe certeza jurídica de que ésta corresponda a la del agente, puesto que al no apreciarse el nombre y apellido de la persona que lo emite, el instrumento que se combate carece de validéz. (F. 10)

Es infundado el Concepto de estudio, pues basta con remitirnos al acto que se impugna, el cual se encuentra agregado en autos a foja 13 del expediente en que se actúa, particularmente en la parte relativa al documento con que se identificó la autoridad demandada en el momento en que se emitió el acto en cuestión, tal y como se aprecia en el siguiente texto:  

“EN EL MUNICIPIO DE SAN LUIS POTOSÍ, SIENDO LAS ********** HORAS DEL DÍA ********** DEL MES DE **********DE 2021, EL SUSCRITO **********, EN MI CARÁCTER DE POLICÍA VIAL, ENCONTRÁNDOME UBICADO EN **********, FRENTE AL INMUEBLE MARCADO CON EL NÚMERO __ DE LA COLONIA CENTRO  DE ESTA CIUDAD, DETECTÉ AL CONDUCTOR DE UN VEHÍCULO AUTOMOTOR COMETIENDO INFRACCIÓN (ES) A LA LA LEY DE TRÁNSITO DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ, ASÍ COMO AL REGLAMENTO DE TRANSITO DEL MUNICIPIO DE SAN LUIS POTOSÍ, POR LO QUE UNA VEZ ESTANDO EN ALTO TOTAL EL VEHÍCULO EN CUESTIÓN __, PROCEDÍ A IDENTIFICARME CON EL CONDUCTOR DEL MISMO TODA VEZ QUE __ SE ENCONTRABA PRESENTE, CON LA CREDENCIAL NUMERO DE FOLIO Y/O PLACA **********EXPEDIDA A FAVOR DEL SUSCRITO CON CARGO DE POLICÍA VIAL EXPEDIDA POR EL SECRETARIO DE SEGURIDAD PÚBLICA DEL ESTADO CON VIGENCIA DEL 20 DE ABRIL DE 2021  AL 20 DE OCT  DE 2021,..."
Del texto anterior, es de apreciar con toda claridad que la demandada señaló de manera clara y precisa, los datos relativos al nombre de quien emitió dicho acto, su cargo de Policía Vial y vigencia y número de la credencial así como la autoridad que la expidió.


Apreciando además, que la credencial con la que se identificó la aurtoridad demandada, señala la fecha de expedición así como la fecha de su conclusión, advirtiendo una vigencia de seis meses.

Entonces, si el acto que se impugna se emitió **********es claro y evidente que la credencial a que se hace alusión, si estaba vigente en la fecha de ocurridos los hechos, por tanto, la autorida dermandada, sí contaba con facultades para emitir actos como el que nos ocupa. 
Con todo lo anteriormente señalado, se tiene que la autoridad demandada sí cumplió con los requisitos que refiere el artículo 91 fracciónes I, II y VI del artículo 91 de la Ley de Tránsito del Estado de San Luis Potosí, fracciones de las que se duele la demandante y que dicen: 

“ARTICULO 91. Para la aplicación de la sanción se levantará una boleta de infracción y sanción, que contendrá obligatoriamente los siguientes datos: 

I. Nombre y cargo de quien levanta la boleta; 

II. La circunstanciación de los datos de la credencial a que se refiere el artículo 34 de la Ley de del Sistema de Seguridad Pública del Estado, con que se identifica, relativas a nombre, cargo y vigencia de la credencial. Adicionalmente, se anotará el número de credencial y la autoridad que la expidió, conforme a las disposiciones que resulten aplicables; 

VI. Descripción de las circunstancias de modo, tiempo y lugar conocidas por la autoridad de tránsito, que entrañan la comisión de la infracción cometida por el infractor; entre otros, lugar, fecha y hora de la comisión de la infracción. Esta circunstanciación servirá como motivación de la sanción que se imponga. 

En cuanto a la fracción V y de la que también se duele la actora, no se hace pronunciamiento, puesto que no señaló agravio alguno tendiente a decir de qué forma supuestamente incumplió la demandada con la infracción de referencia.  
En su agravio relativo a que la infracción carece de firma, manifestando que al final del documento del lado izquierdo se aprecia un número con un trazo que pareciera corresponder a la firma del emisor, no existe certeza jurídica de que ésta corresponda a la del agente. 

No le asiste la razón a la demandante, puesto que no basta con hacer valer tal agravio en la forma en que fue planteado, ya que para que resultara procedente, se hacía necesario combatir con prueba fehaciente, la firma de quien emitió el acto que se impugna, como pudiera ser la prueba pericial en grafoscopía, sin que en el presente caso la haya ofrecido, de ahí lo infundado de este Concepto de Impugnación.

Con todo lo anteriormente señalado, se tiene que la autoridad demandada, sí cumplió con los requisitos de fundamentación y motivación contenidos en el artículo 16 Constitucional en la forma en que ha quedado señalado en esta resolución, de lo que se tiene entonces que el acto que se combate sea declarado como Legal y Válido. 

En cuanto a las pretensiones señalados por la actora, las mismas resultan improcedentes, ya que para su procedencia se hacía necesario declarar la Ilegalidad e Invalidez el acto combatido, sin que en el presente caso haya acontecido.  

En conclusión, el acto que se impugna si bien goza de presunción de validez, no menos cierto lo es que esa presunción, no fue desvirtuada por parte de la demandante por los motivos y razones que han quedado señalados en esta resolución. 
En consecuencia de todo lo anteriormente analizado, en virtud de que no le asistió la razón a la hoy actora para que proceda la nulidad del acto reclamado, al haberse declarado sus conceptos de impugnación infundados de acuerdo a las consideraciones ya señaladas, con fundamento en lo establecido por los artículos 249 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, es de resolverse y  RESUELVE.
PRIMERO.- Esta Primera Sala Unitaria es competente para conocer y resolver la presente controversia de conformidad con los razonamientos y fundamentos expresados en el considerando primero de esta resolución.

SEGUNDO.- Se declara la LEGALIDAD Y VALIDEZ del acto materia de este juicio de nulidad, conforme a lo señalado en el Considerando SEXTO de ésta resolución.

TERCERO.- Notifíquese. 
ASÍ, lo resolvió y firma la Magistrada Titular de la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciada MA. EUGENIA REYNA MASCORRO, quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado ANTONIO MARTÍNEZ PORTILLO, que autoriza y da fe.-CONSTE.

"Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3° fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 82, 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y el noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí.

� Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito, publicada en la página 414, tomo VI, común, Jurisprudencia TCC del Apéndice 2000, Novena Epoca.


� Registro: 238924, Instancia: Segunda Sala, Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación, Volumen 30, Tercera Parte, Materia(s): Constitucional, Común, Tesis: Página: 57, Genealogía: Apéndice 1917-1985, Tercera Parte, Segunda Sala, tesis 402, página 666.





